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I. RESUMEN 

Derechos que se acusan vulnerados: cuidado personal y el interés superior del niño, 

niña o adolescente. 

En sentencia dictada el 27 de abril de 2024 el Juzgado de Familia de Arica acogió la 

demanda deducida por un padre en contra de la madre y le otorga el cuidado personal 

de la hija en común. 

El tribunal señala que de las probanzas se da por acreditado el derecho del padre a 

obtener el cuidado personal de su hija, y que resulta evidente el impedimento u 

obstrucción del régimen comunicacional por parte de la madre, lo cual genera un daño a 

la niña, lo que habilita por sí solo para intervenir y modificar la situación existente. 

Apeló la parte demandada y el curador ad litem, y la Corte de Apelaciones de Arica 

confirmó la sentencia. 

En contra de dicha sentencia la parte demandada dedujo recurso de casación en el fondo, 

reclamando la vulneración del artículo 16 de la Ley N°19.968 que Crea los Tribunales de 

Familia, y el artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño, ambos relativos al 

interés superior del niño, niña o adolescente. 
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La Corte Suprema rechazó el recurso, realizando una descripción completa del interés 

superior del niño, niña y adolescente como un concepto triple, y el ejercicio de su derecho 

a ser oído como un derecho no absoluto. 

II. HECHOS 

La niña nace el año 2016 y su madre ejerce el cuidado personal por mediación aprobada 

judicialmente el año 2019, mientras que el padre tiene un régimen de relación directa y 

regular. 

El actor se relacionaba con su hija en sus días de descanso, sin embargo, producto de 

una denuncia interpuesta por la demandada en su contra por un presunto delito de abuso 

sexual en contra de la niña y sus hermanas por simple conjunción, en agosto de 2019, la 

niña dejó de comunicarse con su padre. 

En los procedimientos iniciados tras la denuncia, no se logró acreditar la existencia de 

indicadores de abuso sexual. Además, se produjeron quiebres con los especialistas a 

cargo, la demandada obstaculizó la intervención, y se generó una victimización 

secundaria de la niña, al haber sido inducida por su madre a relatar reiteradamente los 

hechos y exponer la situación en redes sociales. 

En el procedimiento de cumplimiento se decretaron continuos apremios debido a que la 

madre se resistió constantemente a que la niña se vinculara con su padre y la abuela 

paterna. 

III. DERECHO 

La Corte parte señalando que no se acreditó de manera eficiente la transgresión a las 

normas de la sana crítica, por lo que no es posible alterar el marco fáctico establecido 

por la judicatura. 

Continúa señalando que el artículo 3, párrafo 1, de la Convención sobre los Derechos 
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del Niño otorga al niño, niña o adolescente el derecho a que se considere y tenga en 

cuenta de manera primordial su interés superior en todas las medidas o decisiones 

que le afecten, tanto en la esfera pública como en la privada. 

Indica que esta normativa internacional y su interpretación autorizada encuentra su 

desarrollo en el derecho interno, específicamente en el artículo 7 de la Ley N°21.430 

sobre Garantías y Protección Integral de los Derechos de la Niñez y Adolescencia 

relativo al interés superior del niño, niña y adolescente. Señala especialmente el inciso 

tercero, el cual señala que “conforme a este principio, ante distintas interpretaciones, 

siempre se elegirá aquella que satisfaga de manera más efectiva el interés superior 

del niño, niña o adolescente” y el quinto, relativo a las circunstancias específicas para 

su determinación. 

A su vez invoca el artículo 16 de la Ley N°19.968 que Crea los Tribunales de Familia, 

que consagra el mismo principio rector. Por último, trae a colación lo dispuesto por los 

artículos 224, 225 y 225-2 del Código Civil relativos al cuidado personal y su 

establecimiento.  

La Corte señala que no se infringen las disposiciones legales invocadas, al haberse 

acreditado que se obstaculizó el régimen comunicacional de la niña con su padre desde 

el año 2019. Adicionalmente, se acreditó que se realizaron denuncias penales con la 

única finalidad de impedir que él y la familia paterna mantengan contacto con la niña, 

victimizándola secundariamente.  

Por último, que esta situación no se ve enervada por la opinión en contrario manifestada 

por la niña, ya que la doctrina especializada señala que el ejercicio de la opinión del niño, 

niña o adolescente no le confiere un derecho absoluto a la autonomía ni a controlar todas 

las decisiones que se adopten, sin considerar las implicancias que puedan surgir.  

Por estas consideraciones, se rechaza el recurso de casación en el fondo. 


